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ASUNTO

Decide la Sala lo pertinente en relación con la acción de tutela formulada por el ciudadano Heriberto Antonio Quintero Rúa, contra la Fiscalía 5 Seccional y el Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta ciudad, en procura de la protección del derecho fundamental al debido proceso, en especial la garantía de una defensa técnica.    

ANTECEDENTES
Lo sustancial de la información que aporta el recluso en un confuso memorial, lo podríamos concretar de la siguiente manera:

Manifiesta que por hechos ocurridos el 9 de enero de 1999 –muerte del señor Ángel de Jesús Franco Quintero-, el Fiscal 5 de Vida de esta ciudad, el 25 de abril de 2001 lo vinculó al proceso por la conducta punible de homicidio agravado, en estado de contumacia.
Arguye que el 2 de agosto de 2001 la Fiscalía decretó la nulidad por considerar que existían irregularidades sustanciales que atentaron contra el debido proceso y en consecuencia se suspendió la orden de captura. El 7 de noviembre de ese año, se adelantó diligencia de reconocimiento fotográfico, momento en cual se le nombró como abogado al señor Roberto Ramírez Pulgarin quien no presentó tarjeta profesional.
Señala que la señora fiscal mediante resolución del 16 de abril del 2002, lo vinculó de nuevo al proceso y se le designó como representante al doctor Nelson Antonio Narváez Ossa. Al día siguiente, nuevamente se llevó a cabo diligencia de reconocimiento fotográfico, para lo cual se le designó de oficio al doctor Henry Rodríguez Valencia con T. P. No. 90162.

Expone que el 13 de febrero de 2003, el ente fiscal ordenó su detención preventiva por el delito de homicidio y se ofició al abogado Nelson Antonio Narváez para notificarle la decisión, pero ésta no se hizo efectiva.
Manifiesta que mediante resolución del 5 de marzo del mismo año se declaró cerrada la investigación y se citó al togado para notificarle la misma, pero no compareció. El 6 de marzo, el doctor Carlos Alberto López Jiménez Procurador Judicial 150, presentó sus alegatos de conclusión dando un concepto precalificatorio, pero su abogado no presentó los suyos. El 23 de mayo la Fiscalía profirió resolución de acusación en su contra, por el punible de homicidio agravado. El 27 siguiente se citó a su apoderado para notificarle la resolución de acusación. El 8 de agosto se realizó la audiencia preparatoria donde el procurador solicitó la práctica de pruebas y su representante no asistió ni solicitó prueba alguna, y el 21 de octubre se llevó a cabo audiencia pública por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira, en la que su abogado Nelson Antonio Narváez intervino y solicitó su inocencia alegando violación al debido proceso.

Asegura que el 9 de junio de 2004 el juez lo condenó por el delito de homicidio agravado a la pena de 300 meses de prisión, decisión contra la cual su abogado no interpuso los recursos de ley. El 16 de junio se fijó edicto para notificar la sentencia a los sujetos procesales y el 25 de ese mes quedó ejecutoriada la sentencia. El primero de septiembre del año 2009 quedó radicado el expediente en el Juzgado Primero de Penas y Medidas de Seguridad de Medellín  
Solicita se anule lo actuado para que se le conceda el derecho de comparecer a juicio con todas las garantías procesales, ser asistido por defensor y controvertir las actuaciones de la Fiscalía.
RESPUESTA
La señora Juez Tercero Penal del Circuito, remitió a este despacho el expediente radicado con el No. 660013104003200300125 donde el señor Quintero Rúa fue condenado por el delito de homicidio agravado, para su correspondiente estudio.
La doctora Elizabeth Rodríguez Vélez manifestó que desde el 10 de mayo del presente año se encuentra encargada de la Fiscalía 5 Seccional y desconoce completamente los hechos y lo actuado por las diferentes instancias, ya que el expediente original fue remitido por el Juzgado Tercero Penal del Circuito a este despacho, para surtirse la respectiva inspección judicial y el cuaderno de copias se encuentra en el Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Medellín.

CONSIDERACIONES
1. Competencia
La Sala está habilitada para pronunciarse respecto de la acción de tutela interpuesta, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 86 de la Constitución Nacional, 37 del decreto 2591 de 1991 y 1º. del decreto 1382 de 2000.  
2. Problema Jurídico
Le corresponde establecer a esta Corporación si los despachos judiciales accionados, han incurrido en la vulneración de los derechos fundamentales a los que se refiere el tutelante, o de otra garantía constitucional susceptible de amparo por medio de la presente acción y en caso afirmativo, determinar la procedencia del mecanismo constitucional.

3. Tutela contra Providencias Judiciales

La posibilidad de accionar por vía de tutela en contra de decisiones judiciales no ha sido un asunto pacífico en la doctrina ni en la jurisprudencia. Esta última ha venido decantando la posibilidad de controvertir una decisión judicial cuando ella constituye una “vía de hecho”
, o como se le conoce últimamente, una causal de procedibilidad, punto de vista que es compartido por casi todos los órganos judiciales, individuales y colectivos.

En este contexto la jurisprudencia constitucional en sentencia C- 590 de 2005, dentro de una postura que busca alejarse del concepto de vías de hecho que se utilizó hasta hace algún tiempo y en pos de fijar reglas claras que permitan dilucidar en qué eventos procede de manera excepcional la acción de tutela
 contra las providencias de los jueces, estableció:

“Sobre esta modalidad de defectos afirmó esta Corporación: “estos eventos en que procede la acción de tutela contra decisiones judiciales involucran la superación del concepto de vía de hecho y la admisión de específicos supuestos de procedibilidad en eventos en los que si bien no se está ante una burda trasgresión de la Carta, si se trata de decisiones ilegítimas que afectan derechos fundamentales”
. 

La jurisprudencia constitucional también ha precisado como requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales, los siguientes:

“1. Que el asunto objeto de debate sea de evidente relevancia constitucional.

“2. Que se haya hecho uso de todos los mecanismos de defensa judicial -ordinarios y extraordinarios- a disposición del afectado, salvo que se trate de evitar un perjuicio iusfundamental irremediable.

“3. Que se cumpla el requisito de la inmediatez. Así, la tutela debe haber sido interpuesta en un término razonable y proporcionado desde el momento de ocurrencia de la vulneración del derecho fundamental.

“4. Cuando se trate de una irregularidad procesal, que ésta tenga un efecto decisivo en la sentencia objeto de controversia y afecte los derechos fundamentales de la parte actora.
“5. En la solicitud del amparo tutelar se deben identificar los hechos que generaron la vulneración y los derechos afectados y que se hubiere alegado tal vulneración dentro del proceso judicial, siempre que ello hubiere sido posible.

“6. Que no se trate de sentencias de tutela, por cuanto los debates sobre derechos fundamentales no pueden prolongarse indefinidamente.

“No basta, entonces, que la providencia judicial atacada en sede de tutela presente uno de los defectos materiales anteriormente señalados, también se requiere la concurrencia de los requisitos de procedibilidad definidos por la jurisprudencia de esta Corporación para que prospere la solicitud de amparo constitucional”
. 

De conformidad con el precedente jurisprudencial a que se acaba de hacer alusión, el juez constitucional está obligado a auscultar cuidadosamente cada 
situación en particular, puesto que tratándose de decisiones judiciales, podría advertirse la entronización de una causal de procedibilidad que rompa con el esquema del debido proceso por presentar de grave defecto sustantivo, fáctico, orgánico o procedimental, entre otros, ante lo cual se impone restablecer el equilibrio procesal y salvaguardar los derechos fundamentales de las partes.

La Sala de Casación Penal del Máximo Tribunal de la jurisdicción ordinaria, ha venido aceptando que cuando se vulnera la Constitución en forma flagrante por parte de las autoridades judiciales en sus providencias, las mismas son anulables por medio de la acción de tutela
.

4. Defensa Técnica

Como es bien sabido, en el sistema de la ley 600 de 2000, todo aquel que se encuentre involucrado en un proceso penal, tiene el derecho de estar asistido por un defensor de confianza o asignado de oficio, quien se encargará de velar por la observancia de las formas del proceso y el respeto de los derechos fundamentales de su protegido; por lo tanto, si se llegare a comprobar la inexistencia de éste requisito habría lugar a decretar la nulidad por violación del derecho a la defensa técnica como uno de los componentes del debido proceso. 

Al respecto, la jurisprudencia ha precisado:
“No queda duda que el derecho a la asistencia jurídica cualificada durante la investigación y juzgamiento escogida por el procesado o provista por el Estado se encuentra consagrada como garantía fundamental, por lo tanto adquiere la doble connotación de requisito procesal toda vez que los funcionarios judiciales tienen la obligación de velar por su ejercicio que no se basta con la designación sucedánea cuando el acriminado no cuenta con un abogado de confianza sino que se prolonga con la vigilancia de la gestión a fin de que la oposición a la pretensión punitiva del Estado se amolde a los parámetros de diligencia debida en pro de los intereses del sujeto pasivo de la acción judicial penal.

“En este orden, de tiempo atrás la Corte ha indicado que resulta vana la simple presencia formal del defensor pues ha de ser latente la actuación en beneficio del procesado, sin embargo también ha precisado que no siempre el optar por no pedir pruebas, no participar en su práctica, como tampoco elevar solicitudes o impugnar las decisiones desfavorables significa la orfandad defensiva o un descuido manifiesto de una adecuada defensa porque la postulación o ejercicio de tales actuaciones no responde a una carga ineludible para el letrado.

“Aún la aparente pasividad del abogado en alguna fase del proceso o durante su trámite o la ausencia de actos positivos de gestión, no pueden considerarse de manera fatal como infractoras del derecho de defensa porque también puede colegirse que una tal postura obedece a que se considere oportuno su no ejercicio”
.

No obstante lo dicho, es posible que durante el trámite de un proceso en el que se ha dado aplicación a la figura de la declaratoria de persona ausente, se presenten vulneraciones que afecten de manera flagrante el derecho a la defensa. Para establecerlo, la guardiana de la Constitución ha puesto de presente los siguientes criterios de interpretación:

“(…) i) Que efectivamente se presenten fallas en la defensa que, desde ninguna perspectiva posible, puedan encuadrarse dentro del margen de libertad con que cuenta el apoderado para escoger la estrategia de defensa adecuada. Ello implica que, para que se pueda alegar una vulneración del derecho a la defensa técnica, debe ser evidente que el defensor cumplió un papel meramente formal, carente de cualquier vinculación a una estrategia procesal.

“ii) Que las mencionadas deficiencias no le sean imputables al procesado o no hayan resultado de su propósito de evadir la acción de la justicia. Habrá de distinguirse en estos casos, entre quienes no se presentan al proceso penal porque se ocultan y quienes no lo hacen porque les fue imposible conocer su existencia.

“iii) Que la falta de defensa técnica revista tal trascendencia y magnitud que sea determinante de la decisión judicial respectiva, de manera tal que pueda afirmarse que se configura una vía de hecho judicial por uno de los defectos anotados y, en consecuencia, una vulneración del derecho al debido proceso y, eventualmente, de otros derechos fundamentales”
.
5. Caso concreto
Esta Corporación observa varias circunstancias que impiden que en este caso pueda prosperar la solicitud de amparo, en primer lugar, no se ha respetado el principio de la inmediatez, presupuesto necesario de la acción tutelar, consistente en que para evitar la vulneración de derechos fundamentales o su potencial puesta en peligro, debe acudirse al mecanismo de protección 
dentro de un margen razonable de tiempo, el cual en este asunto se encuentra desbordado, puesto que la sentencia condenatoria fue proferida el 9 de junio de 2004 y hasta la fecha de interposición de la demanda transcurrieron seis años, lapso durante el cual el actor, a pesar de saber que existía un proceso penal en su contra, no se preocupó por la defensa de sus intereses, ni siquiera por saber qué estaba pasando con su situación jurídica.

El aquí tutelante dejó ver que tuvo pleno conocimiento del procedimiento que en su contra se adelantaba, al expresar en el escrito de tutela que “me encontraba en estado de contumacia”
; por tanto, no puede pretender hoy después tantos años, sacar provecho de la actitud omisiva que adoptó frente a la justicia en la defensa de sus propios intereses, procurando que el juez de tutela supla esa deficiencia en su manera de actuar. 

En tal orden, nos encontramos en presencia de un procesado juzgado en rebeldía -contumaz- y no de una persona ausente que no tuvo ocasión de conocer el adelantamiento de la actuación judicial.

Una segunda razón que impide  la procedencia del amparo constitucional, se infiere de la inspección judicial realizada al expediente que reposa en el archivo del Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta ciudad, de la cual se puede concluir que los funcionarios encargados de la etapa investigativa  intentaron de varias formas ubicar al señor Quintero Rúa y al no haberlo logrado, la responsable de la actuación le designó como defensor de oficio al abogado Juan Roberto Ramírez Pulgarín, quien, según se pudo verificar en las constancias obrantes en el expediente, fue notificado en debida forma de todas las actuaciones adelantadas por el ente acusador, pero guardó silencio. Más adelante, en diligencia de reconocimiento fotográfico fue representado por el abogado Henry Rodríguez Valencia y posteriormente, ad portas de resolver la situación jurídica de Quintero Rúa, el fiscal de manera 
oficiosa le nombró al doctor Nelson Antonio Narváez Ossa, quien lo representó durante el resto del proceso.
La audiencia pública se llevó a cabo el 21 de octubre de 2003 y contó con la presencia de todos los sujetos procesales, excepto la del señor Quintero Rúa, quien aún no había sido capturado, y de cuyo análisis se puede advertir que, contrario a lo expresado por el actor, su entonces defensor realizó una intervención que denota estudio previo del caso e interés por ejercer de manera eficaz el encargo, muy a pesar de no haber podido contactarse con su defendido para adquirir de este modo una mejor información acerca de lo realmente acaecido.
Así las cosas, esta Corporación no encuentra razón para asegurar que en la actitud asumida por los defensores existe vulneración a los derechos fundamentales del accionante, porque ellos tuvieron una muy limitada información con la cual debieron asumir la defensa, entre otras razones por no poder hallar al defendido; además, el silencio observado en algunas ocasiones no reviste la trascendencia y magnitud determinantes para la decisión judicial que hoy se critica, como para que pueda afirmarse que se está frente a una vía de hecho, ya que como igualmente lo tiene sentado la jurisprudencia, esa pasividad bien puede constituir una estrategia defensiva.
Es preciso aclarar que para un mejor ejercicio del derecho a la defensa, se hacía necesario contar con la versión personal del encartado, lo cual no ocurrió, porque Quintero Rúa prefirió huir en lugar de asumir personalmente su responsabilidad. No obstante, el profesional del derecho Nelson Antonio Narváez, hizo acopio de los datos que reportaba la actuación con el fin de intentar en su favor y hasta donde las circunstancias lo permitían, el proferimiento de un fallo absolutorio, pero su petición no tuvo eco, por ausencia de elementos de juicio suficientes que permitieran desvirtuar la prueba de cargos, entre ellos el relato personal del acusado.
En tan particulares condiciones, no puede la tutela suplir lo que por vía judicial ordinaria se intentó y no pudo lograrse, precisamente en gran parte por la desidia del directo interesado. 
El Tribunal debe reiterar que el manejo dado a la actuación procesal por los diversos funcionarios que lo tuvieron a su cargo, ha sido el correcto y especialmente garantista, al punto de llegar la Fiscalía a anular la resolución de apertura de instrucción mientras no identificara e individualizara con suficiencia al sujeto pasivo de la acción penal, dado que aparecían por los menos 5 personas con el nombre de Heriberto Quintero, y sólo cuando se había determinado que la persona a quien se atribuía el homicidio de Ángel de Jesús Franco era Heriberto Antonio Quintero Rúa, se encaminó el proceso penal en su contra a través de la apertura instructiva.
También se queja el ahora convicto de que su defensor oficioso no hizo presencia en la audiencia preparatoria, lo cual hubiese sido deseable para que a través de su pedimento se hubieran allegado al expediente algunos otros elementos de juicio; sin embargo la falta de comparecencia a la referida diligencia no comporta nulidad de la actuación, e inclusive la ley no exige de manera obligatoria su asistencia a ese acto procesal.
En virtud de las precedentes consideraciones se impone para la Corporación despachar adversamente las pretensiones.
DECISIÓN
Por lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia, en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución,

RESUELVE

PRIMERO: Declarar improcedente la tutela que reclama el ciudadano Heriberto Antonio Quintero Rúa en contra de la Fiscalía 5 Seccional y del Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta ciudad.
SEGUNDO: Notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito, de conformidad con los artículos 30 del decreto 2591 de 1991 y 5 del decreto 306 de 1992, advirtiendo que contra la misma procede la impugnación, y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

Cópiese, Notifíquese y Cúmplase.

LEONEL ROGELES MORENO                    JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado








               Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
          WILSON FREDY LÓPEZ
Magistrado
 


           Secretario
� En los últimos años se ha venido presentando una evolución de la jurisprudencia constitucional acerca de las situaciones que hacen viable  la acción de tutela contra providencias judiciales. Este desarrollo ha llevado a concluir que las sentencias judiciales pueden ser atacadas mediante la acción de tutela por causa de otros defectos adicionales, y que, dado que esos nuevos defectos no implican que la sentencia sea necesariamente una violación flagrante y grosera de la Constitución, se ha considerado más adecuado utilizar el concepto de causales genéricas de procedibilidad de la acción que el de vía de hecho. Ver, entre otras, las sentencias T- 774 del 2004, C- 590 del 2005 y T- 1110 del 2005.


� C. C., sentencia T- 082 del 8 de febrero del 2007, M. P. Dr. Humberto Antonio Sierra Porto.


� C. C., sentencia C- 590 del 2005.


� C. C., sentencia T- 102 del 16 de febrero del 2006, M.P. Dr. Humberto Antonio Sierra Porto.


� Por ejemplo, C. S. de J., Sala de Casación Penal, sentencia del 4 de abril del 2006, Proceso No. 24868, M. P. Gómez Quintero.


� C. S. de J., Sala de Casación Penal, 13 de septiembre del 2006, Radicación No. 2345.


� C. C., sentencia T- 957 del 17 de noviembre del 2006.


� Ver folio 1 del cuaderno principal.
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